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INTRODUCCIÓN  

En un oficio adiado 08 de octubre de 2013, emitido por el doctor Jorge Humberto 

Mantilla Serrano, Secretario General de la Cámara de Representantes a la Comisión 

Especial de Ordenamiento Territorial de la Corporación donde laboro, en su asunto 

especificaba la “Socialización Requerimiento para el Desarrollo Portal WEB Congreso 

de la República” y; nos informaba que en el marco del Convenio Interadministrativo N° 

071 de febrero 23 de 2012, la Cámara de Representantes y el Ministerio de las 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, han buscado aunar esfuerzos con 

el fin de que la Corporación mejore sus mecanismos y herramientas de apertura de la 

información y la participación ciudadana a través de soluciones tecnológicas en línea; 

es el principal fundamento para emprender un ambicioso proyecto, el cual busca el 

análisis y estudio para incrementar la publicidad de información, la interacción con el 

ciudadano y todo aquel que tenga interés en la actividad que la Cámara baja del 

Congreso de la República desarrolla, la conexión con los lineamientos nacionales e 

internacionales a nivel de portales Web de congresos o sus similares, la 

implementación de innovación tecnológica y gráfica en el portal, estrategias de imagen 

institucional, además de la normatividad aplicable entre otros contextos, los cuales giren 

en torno o tenga incidencia con esta materia y sirvan de pilares en el fortalecimiento de 

esta importante herramienta. 

 

Si bien es cierto, dentro del marco conceptual del presente ensayo, resalto el 

contenido emitido en la Constitución Política de Colombia de 19911, que nos 

proporciona, la posibilidad de participar e intervenir activamente en el control de la 

gestión pública. De igual forma, determina la forma de participación en la planeación, el 

seguimiento y la vigilancia de los resultados de la gestión estatal: Que se asienta en el 

preámbulo de la Carta Magna, lo siguiente: 

                                                             
1 La Constitución Política de Colombia de 1991 es la actual carta magna de la República de Colombia. Fue 
promulgada en Bogotá el 4 de julio de 1991 y también se le conoce como la "Constitución de los Derechos 
Humanos". Reemplazó a la Constitución Política de 1886, expedida durante el la Presidencia del político 
conservador Rafael Nuñez. 
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El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, 

representado por sus Delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, 

invocando la Protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la 

nación y asegurar a sus integrantes la vida, convivencia, el trabajo, la 

justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un 

marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, 

económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la 

comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente 

Constitución Política de Colombia. 

 

En el artículo 2702 faculta a los ciudadanos para que intervengan activamente en 

el control de la gestión pública, así: “La ley organizará las formas y los sistemas de 

participación ciudadana que permitan vigilar la gestión pública que se cumpla en los 

diversos niveles administrativos y sus resultados”. 

 

Del mismo modo, el control social a la administración pública se encuentra fundado, 

jurídica, política y éticamente, en la Constitución Política, como veremos a continuación:  

a) Como principios de la organización política, entre otros, se establece la 

democracia, la participación, la prevalencia del interés general (Art. 1) y la 

soberanía popular (Art. 3); 

 

b) El valor y fin esencial del Estado social de derecho, se consagra la 

participación de todos en las decisiones que los afecta y en la vida 

económica, política, administrativa y cultural de la nación (Art. 2); 

  

c) Los derechos fundamentales de la persona, y como mecanismos para 

hacerlos efectivos, se reconoce el derecho de petición (Art. 23), a revocar el 

mandato a los elegidos (Arts. 40 y 103), la acción de tutela (Art. 86), la acción 

de cumplimiento (Art. 87), la acción popular (Art. 88), la solicitud a autoridad 

                                                             
2 Constitución Política de Colombia. Titulo X. De los organismos de Control. Capítulo 1. De la Contraloría General de 
la República. 
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competente de sanciones penales o disciplinarias contra autoridades públicas 

(Art. 92), el control y la vigilancia a la gestión pública y sus resultados, en el 

conjunto de la administración (Arts. 103 y 270) y, la fiscalización de los 

usuarios de los servicios públicos prestados por empresas estatales (Art. 

369); 

 

d) Los principios y reglas del servicio público se establecen la responsabilidad 

de los servidores públicos (Arts. 6 y 124), la función administrativa con sus 

principios de igualdad, moralidad, eficiencia, economía, celeridad, 

imparcialidad y publicidad (Art. 209), las inhabilidades e incompatibilidades 

para el ejercicio de los cargos del servicio público (Arts. 126 a 129, 179 y 180) 

y la pérdida de investidura para los congresistas (Art. 183).  

 

Cabe mencionar algunas otras que de manera general consagran el derecho 

ciudadano al control social a la gestión pública: Ley 80/93 o Estatuto de Contratación, 

Ley 87/93 o Ley de Control Interno, y Ley 105/93 de transporte CN, artículo 78, artículo 

369, La Ley 142 de 1.994, Artículo 80 de la Ley de Servicios Públicos, El Decreto 1429 

de 1.995, ley 689 de 2001, la ley 489 de diciembre de 1998, capítulo octavo, artículo 32, 

Ley 850 de 2003 donde se reglamentan las veedurías ciudadanas. 

 

Así es importante señalar, que la participación de los ciudadanos en las tareas 

relacionadas con la vigilancia, evaluación, control del uso y gestión pública es lo que da 

origen al control ciudadano. Cada ciudadano por consiguiente debe y tiene el derecho 

de controlar la gestión del Estado a nivel nacional, estatal y municipal, ya que ese 

control es el derecho y la obligación de cada uno, de intervenir en forma directa o a 

través de sus representantes legítimamente elegidos, en el control de la gestión pública, 

y de velar porque las instituciones del Estado y sus gobernantes, en quienes han 

delegado el poder y la autoridad para dirigir la sociedad, encaminen sus tareas en aras 

del bien de todos.  
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Con base en la presentación anterior me permito formular una tesis: el uso de esta 

herramienta contribuye de manera significativa con el mejoramiento con la relación 

ciudadana y gestión pública, pues permite que se amplié la participación y favorece las 

elecciones con transparencia.  

 

Comenzaré mi afirmación con la explicación de algunos antecedentes históricos de 

la participación ciudadana en Colombia, las características que marcaban 

profundamente el sistema político en el siglo XX, de igual forma definiré la participación 

ciudadana, que surgen a partir de las movilizaciones de la década de los 80 que 

propiciaron el cambio de la Constitución Política de 1886, con el fin de darle más auge 

participativo a la ciudadanía, demostrando en la nueva carta política de 1991,  más 

lineamientos para que los ciudadanos puedan ejercer el control político en todas las 

actuaciones públicas; desarrollando al final la conceptualización de las Tecnologías de 

Información y Comunicaciones TIC; aplicadas al ejercicio político como herramientas 

que ayuden y faciliten, no solo a los funcionarios que se encuentran al frente de las 

instituciones públicas, sino también del ciudadano común que con base en la 

reglamentación especificada en nuestra constitución, interactúe y ejerza un verdadero 

control político que ayude a la transparencia de cada una de las acciones públicas y 

que sirvan como medición de evaluación de los ciudadanos que gestionan nuestros 

recursos con el objetivo primordial de garantizar el bienestar general de los 

colombianos.   

 
ANTEDEDENTES DE LA PARTICIPACIÓN 

 
Dos características marcan al sistema político colombiano desde la segunda 

mitad del siglo XX: el clientelismo3 y el autoritarismo4 (la respuesta autoritaria del Estado 

a la protesta ciudadana), que se erigieron como ejes articuladores del sistema y como 

                                                             
3 El clientelismo político es un intercambio extraoficial de favores, en el cual los titulares de cargos políticos regulan la concesión de 
prestaciones, obtenidas a través de su función pública o de contactos relacionados con ella, a cambio de apoyo electoral. 
4 Autoritarismo, en las relaciones sociales, es una modalidad del ejercicio de la autoridad que impone la voluntad de quien ejerce el poder en 
ausencia de un consenso construido de forma participativa, originando un orden social opresivo y carente de libertad y autonomía. La sociedad 
preindustrial está marcada por la imposición de una fuerte autoridad y jerarquía en todos los órdenes (religioso, político, económico, etc.), con 
una indiscutida autoridad masculina y paterna dentro de la familia (patriarcado, paternalismo, machismo), frente a los grados cada vez mayores 
de libertad y autonomía propios de la sociedad industrial y la sociedad postindustrial. 
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referentes percibidos como legítimos de las conductas políticas de gobernantes y 

gobernados. Sin embargo, las lógicas subyacentes a ambas prácticas se encargaron de 

crear las condiciones para su deslegitimación (Velásquez C. & González R., 2003). 

 

La respuesta de la ciudadanía a esta doble condición fue otra: de un lado, el 

abstencionismo de un porcentaje creciente de la población que no veía en las 

elecciones un instrumento favorable a sus intereses; de otro el incremento de la 

protesta ciudadana ante la incapacidad del Estado de satisfacer las necesidades de la 

población y, finalmente, la intensificación del conflicto armado. El cierre institucional 

llevó al sistema a entrar en crisis y creó las condiciones propicias para su reforma 

(Velásquez C. & González R., 2003). Este fue el contexto en el cual aparecieron las 

reformas participativas. 

 

La institucionalización de espacios de participación ciudadana, ligada a las 

políticas descentralizadoras de la década del 80 (Ley 11 de 1986)5, implicó un cambio 

radical en la arquitectura del sistema político: la gente podría intervenir directamente en 

la discusión de las políticas y programas gubernamentales en el nivel local, rompiendo 

el monopolio que las élites políticas (alcaldes y concejales) tenían sobre las decisiones 

públicas. El entusiasmo y la expectativa se acrecentaron con la expedición de la Carta 

Política de 1991, que avanzó de manera significativa en materia de participación 

ciudadana.  

 

La participación ciudadana surge en Colombia precisamente como un medio 

para renovar las estructuras formales de la democracia y convertirlas en dispositivos 

capaces de interpretar la voluntad y las demandas de la población, pero se desenvuelve 

en un marco de relaciones sociales, políticas y simbólicas fuertemente atravesadas por 

el ethos6 clientelista. Si bien es cierto, al clientelismo se suman las conductas corruptas 

y la creciente desconfianza de la ciudadanía en la política y los políticos, abriéndose así 

un abismo entre el ciudadano y la esfera pública, que de entrada constituye una 
                                                             
5 Por la cual se dicta el Estatuto Básico de la Administración Municipal y se ordena la participación de la comunidad en el manejo de los asuntos 
locales. Enero 15 de 1986. 
6 Ethos es una palabra griega (ἦθος, en plural ἤθεα > ἤθη) que significa "costumbre" y, a partir de ahí, "carácter, personalidad". Es la raíz de 
términos como ética y etología. 
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poderosa barrera a la participación, pues se la asocia además con la política y esto 

conduce a su estigmatización. 

 

Según Garay, 2002; dice: “El clientelismo y la corrupción, ambos inspirados en el 

principio del beneficio particular por encima del colectivo, y, en general, la crisis de la 

política en Colombia han propiciado la desinstitucionalización del Estado a lo que se 

suma un fuerte corporativismo e, incluso, un individualismo a ultranza en el campo de 

las relaciones entre el ciudadano y el Estado, lo que tampoco contribuye a la 

participación”. 

 

Así, pues, la participación se enfrenta a componentes culturales de gran monta, 

que no siempre están articulados en función de los objetivos que ella persigue, a saber; 

Velásquez C. & González R., 2003; dicen: “El fortalecimiento de lo público, el 

compromiso moral de la ciudadanía con la política como forma colectiva de definir el 

destino de todos y todas, la articulación entre intereses particulares e interés colectivo, 

la cooperación y la solidaridad para quebrar el clientelismo y la corrupción y el logro de 

una gestión pública que, alimentada por la participación, contribuya a mejorar la calidad 

de vida de los colombianos”. 

 
 

LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

La participación es entendida como un proceso social que resulta de la acción 

intencionada de individuos y grupos en busca de metas específicas, en función de 

intereses diversos y en el contexto de tramas concretas de relaciones sociales y de 

poder. Es, en suma, un proceso. Velásquez, (1986); delibera que: “En el que distintas 

fuerzas sociales, en función de sus respectivos intereses (de clase, de género, de 

generación), intervienen directamente o por medio de sus representantes en la marcha 

de la vida colectiva con el fin de mantener, reformar o transformar los sistemas vigentes 

de organización social y política”. 
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La participación ciudadana puede maniobrar en otros niveles; como Velásquez 

C. & González R., (2003), consideran que: “En algunos casos se trata de obtener 

información sobre un tema o decisión específica o emitir una opinión sobre una 

situación. En otros participar significa tener iniciativas que contribuyan a la solución de 

un problema. O bien puede tener un alcance mayor cuando se trata de procesos de 

concertación y negociación o de fiscalizar el cumplimiento de acuerdos y decisiones 

previas”. En fin, la participación se reivindica como medio para la formulación, discusión 

y adopción de los grandes consensos sobre el desarrollo y la convivencia en el territorio 

nacional.” 

 

En su forma más institucionalizada ha tenido momentos de auge y caída. Generó 

una gran expectativa y una importante movilización ciudadana en la década del 80, las 

que se incrementaron con la aprobación de la Carta Política en 1991. Los desarrollos 

legislativos de esta última introdujeron un número considerable de espacios de 

participación, que abrieron nuevas posibilidades de movilización de la población. 

Actualmente, sin embargo, el tema no tiene ninguna prioridad para el gobierno nacional. 

 

Ahora bien ¿por qué y para qué la participación? Porque mejora la eficiencia y la 

eficacia de la gestión pública en la medida en que es capaz de persuadir voluntades 

para la construcción de consensos, reduciendo así las resistencias del entorno, y 

logrando por esa vía resultados que cuentan con la aceptación de los interesados. 

Además, produce un efecto dentro de las administraciones públicas al facilitar el diálogo 

horizontal entre sus miembros, coordinar mejor las acciones y evitar la segmentación de 

responsabilidades. Por último, la participación mejora el rendimiento institucional, es 

decir, la capacidad de las instituciones públicas para responder a las necesidades 

sociales. 

 

La participación puede asumir un papel determinante en la orientación de las 

políticas públicas y en la transformación de las relaciones entre la ciudadanía y el 

gobierno local. Esa posibilidad depende, sin embargo, de, por lo menos, dos 

condiciones: de una parte, una decidida voluntad de los gobiernos (nacional, regionales 



8 
 

y municipales) de crear las oportunidades para el ejercicio de la participación. De otra, 

la existencia de ciudadanos y ciudadanas, de organizaciones sociales y de agentes 

participativos que hagan uso de esas oportunidades y las traduzcan en acciones 

encaminadas a democratizar y cualificar los resultados de la gestión pública. 

 

Dentro del tema de la participación es importante resaltar un aspecto básico de la 

administración como es la planeación7, encajando dicho aspecto al tema expuesto, se 

coloca un énfasis especial en la planeación participativa. La razón es sencilla,  

Velásquez C. & González R. (2003) demuestran que:  

 

La planeación ha sido una práctica extendida desde hace tiempo en 

sociedades muy diferentes y ha tenido un papel importante en la 

conducción de procesos económicos y sociales. La planeación 

participativa es a la vez proceso y escenario. Como proceso, 

comprende una serie de dinámicas sociales y políticas en torno a la 

identificación de problemas y potencialidades del presente y a la 

formulación de apuestas de futuro. Como escenario la planeación es 

una oportunidad de encuentro entre voces diferentes interesadas en 

construir consensos básicos sobre metas de bienestar y sobre los 

procedimientos, instrumentos y acciones necesarios para alcanzarlas. 

 

 
EL CONTROL CIUDADANO 

 
Se interpreta el control social8 como una modalidad de participación ciudadana 

que permite a las personas individualmente consideradas y a las organizaciones de la 

sociedad civil, influir en los asuntos del Estado, con el propósito de incrementar la 

responsabilidad y la integridad en el manejo de la gestión pública y de sustraerlo de la 
                                                             
7 Es el proceso metódico diseñado para obtener un objetivo determinado. En el sentido más universal, implica tener uno o varios objetivos a 
realizar junto con las acciones requeridas para concluirse exitosamente. 
8 El control social aparece en todas las sociedades como un medio de fortalecimiento y supervivencia del grupo y sus normas. Las normas 
menores y las leyes son las que conforman los grupos. La implantación de una moral social (por las influencias sociales que genera) y la crítica 
liberal como autodefensa y como interpretación de sucesos e intereses, es el camino hacia el cambio social. Actúa sobre la desviación social 
(leyes) y anomia (normas). 



9 
 

apropiación privada. Sus contenidos hacen referencia, básicamente, a actividades 

ciudadanas de vigilancia, fiscalización, seguimiento, evaluación, crítica y sanción. 

 

Resulta evidente que la participación ciudadana y el control que este ejerce 

dentro de la planificación, ejecución y desarrollo en la formación de las políticas 

públicas que lleva a cabo el Estado, es sin duda alguna uno de los mecanismos a 

través de los cuales la lucha contra la pobreza se hace cada vez más evidente, pues se 

trata de crear el elemento central de una sociedad más igualitaria, más democrática y 

más solidaria. 

 

Sin embargo no es menos cierto, que una serie de factores han obstaculizado su 

puesta en marcha, entre los cuales se destacan: el individualismo9 y la pasividad de los 

ciudadanos, la ausencia de una cultura participativa que despierte el interés de la 

ciudadanía, la falta de competencia del ciudadano común en cuanto a los asuntos sobre 

los cuales debe emitir opinión, la resistencia al cambio, la ausencia en la práctica de 

mecanismos operacionales, y de espacios o instancias a través de las cuales los 

ciudadanos puedan participar, también se ha subestimado a los ciudadanos como 

personas con capacidad y competencia suficiente, y de no tenerlas, con capacidad para 

adquirirlas si fuera necesario, para aportar soluciones a sus necesidades y problemas, y 

evaluar y controlar los resultados. 

 

Es importante también precisar el concepto de transparencia10, específicamente 

en que las entidades públicas entregan información que suele ser más formal que real y 

de los efectos que se desprenden de una información no confiable para el control de la 

corrupción y la instauración de la rendición de cuentas. Según Sandoval, (2008), dice: 

                                                             
9 El individualismo es la posición moral, filosófica-política, ideológica, o simplemente un punto de vista social que enfatiza "la dignidad moral del 
individuo". 
10 Un gobierno transparente es aquel que lucha en primera instancia por encaminar al país por la vía del verdadero desarrollo, lo cual implica un 
aumento de la calidad de vida de sus ciudadanos.  
En el tiempo de las ciudades-estado de los primeros sumerios, había un mercado basado en templos que hacían la función de banco, regidos por sacerdotes-
banqueros. Los habitantes llevaban sus productos al templo-banco para cambiarlos por unidades monetarias que quedaban registradas por varios procedimientos, 
entre ellos tablas de arcilla. En estas tablas de arcilla, precursoras de la escritura, constaban los nombres del vendedor y comprador, las mercancías y las unidades 
monetarias utilizadas... Este sistema dio nombre a una edad de oro, donde la moneda no era de oro ni de plata, y donde imperaban la paz y la responsabilidad... La 
posterior invención de la moneda metálica, radicalmente anónima, posibilita el juego sucio, la especulación, y la corrupción, permitiendo así al rey Sargón I de Akkad, 
eliminar el anterior sistema basado en las tablas de arcilla, e iniciar una carrera de imperialismos sucesivos que ha llegado hasta nuestros días. Los imperialismos y la 
corrupción económica hicieron así su aparición. 
Agustí Chalaux de Subirà (1911-2006) 
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“La consolidación de la transparencia depende del proceso de consolidación de una 

nueva cultura en la administración pública y en los ámbitos políticos”. En teoría en un 

ambiente social donde el principio de transparencia es importante en cualquier 

actuación de los funcionarios públicos, y la información que se suministra a la 

ciudadanía, es de predominio perfecta, no existiría en cada una de las actuaciones 

públicas de abusar de éste principio con el fin de derivar beneficios personales, políticos 

y patrimoniales.   

 

Con respecto al manejo de la información pública Sandoval (2008), comenta que: 

“En teoría, el acceso a la información pública facilitaría la construcción de un Estado 

honesto, eficaz y eficiente. En la práctica, sin embargo, la transparencia y la solución de 

los problemas asociados a la corrupción estructural no siempre se conectan de forma 

automática”. Existe la tendencia a creer que cuando los servidores públicos están 

conscientes de que sus decisiones y comunicaciones podrían ser revisadas y 

analizadas por los ciudadanos, sería de esperarse que su actuar público estuviera 

mejor fundamentado y documentado. Pero en los hechos reales tenemos claros 

ejemplos de que cuando dichos servidores saben que toda la información plasmada en 

archivos puede ser requerida por un observador externo, tienden a documentar y 

justificar lo menos posible. De la anterior apreciación es lo que la autora define como 

“Transparencia Opaca”. Un ejemplo de esto se encuentra en la ciudad de Chicago 

(EE.UU), mirando este fenómeno a nivel internacional, dicha metrópoli ha desarrollado 

un problemático modelo de acceso a la información que recomienda a los servidores 

públicos destruir todos sus correos electrónicos y depurar sus discos duros cada 

determinado periodo de tiempo con objeto de evadir el efecto de las leyes de acceso a 

la información. 

 

A los altos funcionarios de esta importante ciudad estadounidense les preocupa 

que la Ley Federal de Acceso a la Información, el cual define el concepto de 

información, de manera muy general, por lo tanto si un documento es conservado, a 

excepto de que caiga en una de las excepciones de la propia Ley, debe ser entregado 

cuando este sea solicitado. La lógica de los funcionarios de Chicago es que si por el 
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contrario, un documento no se conserva, éste sencillamente no tiene porque ser sujeto 

de dicha Ley. En otras palabras, el modelo está orientado a provocar la inexistencia. 

 

Algunos otros autores como Fox, han señalado que la “transparencia opaca” se 

refiere a “formas de difusión de información oficial que no revelan cómo se desempeñan 

las instituciones en la práctica, ya sea en términos de cómo se toman decisiones o de 

cuáles son los resultados de sus acciones (…) [o] a la información que sólo se divulga 

nominalmente, (…) pero que no resulta confiable”. (2008). La experiencia de la Ley de 

Procedimientos Administrativos en los Estados Unidos es un ejemplo importante en 

este sentido. Debido a la complejidad de los procedimientos administrativos que 

tradicionalmente esta ley aplica para la formulación de preceptos formales, las 

dependencias gubernamentales responden por medio de la utilización de 

procedimientos informales que evidentemente no cuentan con los mismos requisitos de 

transparencia. Así tenemos el paradójico resultado de leyes diseñadas para 

transparentar la actuación gubernamental que al mismo tiempo empujan el proceder de 

los funcionarios públicos hacia la opacidad. 

 

Roberts, 2006; También ha señalado que cuando nos referimos a derecho a la 

información, “estamos hablando de la distribución del poder político y por ello es difícil 

esperar que los gobiernos estén dispuestos a compartir el poder político de mottu 

propio”. El autor es enfático cuando señala que a menos que los grupos que están en el 

poder sientan una intensa y permanente presión, los gobernantes no consentirán en 

llevar la transparencia hasta sus últimas consecuencias. 

 

Como ha sido enfatizado por Bellver & Kaufman, (2005): “el aumento de la 

transparencia a través de mayores niveles de información accesible, relevante y puntual 

es una condición necesaria más no suficiente para la rendición de cuentas. Los 

ciudadanos también necesitan la capacidad y los recursos políticos y financieros para 

ejercer este derecho de forma efectiva”. De igual manera, Ackerman, (2008) ha 

destacado que el acceso a la información pública: “es una herramienta demasiada 

desafilada para poder romper con la fuerza necesaria el monumental círculo vicioso de 
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la falta de la rendición de cuentas”. En su planteamiento se elabora el argumento de 

que la cultura burocrática imperante, siempre ha tenido gran interés en “defender la 

‘razón de Estado’ y fomentar una confianza ciega de parte de los ciudadanos en su 

infalibilidad”. Ante la postura de la rendición de cuentas de las entidades públicas del 

Estado, se encuentra la Comisión Legal de Cuentas de la Cámara de Representantes, 

cuya función constitucional es examinar y fenecer a consideración de la plenaria la 

cuenta general del presupuesto del tesoro nacional y del balance general y el estado de 

pérdidas y ganancias de los estados financieros de la Nación. En este ejercicio es de 

notar con preocupación que a partir del año 1996 a la fecha, dicha cuenta no ha sido 

fenecida por la Corporación, el cual comprometen los dineros de la Nación y 

obstaculizan los planes de gobierno que desembocan en un manejo ineficiente e 

ineficaz de los recursos por parte de dichos entes. 

 

El concepto de rendición de cuentas tiene su origen en la teoría de la 

superioridad democrática de la representatividad de John Locke, basada en la noción 

de que la rendición de cuentas sólo es posible cuando existe una clara distinción entre 

gobernados y gobernantes (Locke, 1690). Desde entonces y hasta la actualidad, el 

concepto se mantiene vigente, por lo que es fundamental comprender que en una 

democracia representativa la ciudadanía transfiere su poder de toma de decisión al 

gobierno, y que por ende debe haber un mecanismo para que dicho gobierno rinda 

cuentas de sus decisiones y procedimientos. Así mismo, ante el incumplimiento de una 

gestión transparente se debe poder sancionar al gobierno, e incluso en caso de ser 

necesario, removerlo. Cabe resaltar que muchas veces se asocia a la rendición de 

cuentas como un término financiero, pero aún en esta área, mantiene la base del 

concepto general de delegar cierta autoridad, evaluar el desempeño e imponer 

sanciones en caso de ser necesario (Barton, 2006). 

 

Por lo anterior, es importante mencionar que el acceso a la información pública, 

no importa su medio de búsqueda, por sí sola no resuelve los problemas asociados a la 
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corrupción en la gestión pública. En Colombia la Ley 1474 de 201111, ha permitido 

combatir con este flagelo pero todavía se queda corta en el alcance de sancionar  las 

grandes estafas generadas por grupos delictivos en nuestro país. La corrupción es un 

problema estructural, institucional y político que requiere de medidas de la misma índole 

para ser efectivamente combatido. La transparencia, por lo tanto, es un paso importante 

hacia el establecimiento de un verdadero régimen de rendición de cuentas, pero de 

ninguna manera suficiente para transitar hacia ese fin. 

 

LAS TIC EN COLOMBIA 

En Colombia, la Ley 1147 de 2007; señala en su artículo 14. Suministro de 

Información, lo siguiente: 

 Las Secretarias Generales y las Secretarias de la Comisiones del 

Senado de la República y la Cámara de Representantes actualizarán 

diariamente la información legislativa – estados de proyectos, acta 

de plenaria y comisión, audiencias públicas, foros, mesas de trabajo 

– en las páginas de internet del Congreso para que la Unidad de 

Atención Ciudadana tenga acceso oportuno y veraz del acontecer 

legislativo, de conformidad con el numeral 10 del artículo 47 y el 

artículo 50 de la Ley 5 de 1992. 

La anterior ley, faculta a los Secretarios Generales de cada Comisión para 

actualizar la página de internet con la actividad legislativa que se presente, y establece 

que cada congresista presente un informe después de culminado el período legislativo, 

que debe contener los proyectos de los cuales fueron autores y ponentes; los debates 

adelantados; audiencias públicas, foros y mesas de trabajo realizadas. 

Colombia presenta un escenario político cuya solución demanda reformas 

estructurales. Uno de los grandes retos es la debilidad de los vínculos entre la 

                                                             
11 Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la 
efectividad del control de la gestión pública. 
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ciudadanía y las instituciones, situación que responde en gran medida a la reducida 

legitimidad y confianza en las instituciones representativas. A pesar de que los 

principales sondeos  de opinión coinciden en señalar que la democracia es el tipo de 

sistema político más deseado por la mayoría  de los colombianos (según el barómetro 

de las Américas le LAPOP, los colombianos consideran la democracia como el mejor de 

los sistemas políticos – en el año 2008 el 73% así lo creía); pocos nacionales 

consideran que las instituciones como los partidos políticos o el Congreso de la 

República son indispensables para su funcionamiento (según el latino barómetro de 

2009, solo el 38% de los colombianos consideraba indispensable al Congreso para la 

existencia de la democracia  y el 43% lo afirmaba respecto de los partidos. En ambos 

casos, Colombia ocupaba el penúltimo lugar, por debajo del promedio latinoamericano. 

57% y 60% respectivamente), y de hecho figuran entre aquellas en las que menos 

confianza se tiene. Resulta claro, entonces, que a pesar de su longevidad democrática 

y de su relativa estabilidad institucional, Colombia debe persistir en la búsqueda de una 

democracia de calidad. 

Por otra parte, la declaración sobre transparencia parlamentaria (2012) realizada 

por 76 organizaciones de la sociedad civil de monitoreo parlamentario, procedentes de 

53 países, hace un llamado a los parlamentos nacionales para trabajar porque se haga 

más accesible la información parlamentaria, fortaleciendo la capacidad de los 

ciudadanos al invitarlos a participar en los procesos legislativos y fomentado la mejora 

de la rendición de cuentas con accesos tecnológicos. Ahora bien, El Informe sobre 

Parlamentarios Mundiales de las Naciones Unidas:  

“señala que para el 2012 hay más parlamentarios que nunca antes. 

Actualmente, 190 de 193 países cuentan con alguna forma de institución 

parlamentaria y en conjunto suman más de 46.000 representantes. La 

existencia de un parlamentario no es sinónimo de democracia, pero la 

democracia no puede existir sin un parlamento. Aunque varían 

enormemente en cuanto a sus facultades, funciones e influencia, hoy en 
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día casi todos los sistemas políticos tienen alguna forma de asamblea 

representativa”12 

Según el mismo informe, los parlamentos se enfrentan a tres presiones 

esenciales. Cada una de ellas se manifiesta de distintas maneras y a distintas 

velocidades, según e país o la región de que se trate, pero los temas en común que la 

caracterizan se pueden resumir en el creciente deseo del público de: 

a) Obtener información e influir en el trabajo del parlamentario 

b) Lograr una mayor rendición de cuentas y receptividad a sus demandas 

c) Obtener servicios y resultados para satisfacer las necesidades concretas 

Por lo anterior, cualquier iniciativa o programa Online que se adelante debe dar 

respuesta a estos tres interrogantes mundiales de la sociedad frente al que hacer de 

sus parlamentarios y los deseos de la sociedad de ser parte más activa de las políticas 

públicas de un país. Igualmente este informe reconoce como “casi todos los 

parlamentos reconocen la necesidad de mejorar el nivel de comprensión e impresión de 

su trabajo por parte del público, y que la gran mayoría de los parlamentos busca 

implementar reformas tendientes a eses fin”, lo cual justifica cualquier iniciativa 

tendiente a acercar a la ciudadanía con los parlamentos y la importancia de contar con 

todas las herramientas y tendencias actuales de Gobierno en Línea que facilite la 

interacción entre electores y elegidos y el reto mundial frete a la implementación de 

nuevas tecnologías de la información en los parlamentos mundiales. 

 El Congreso de la República no escapa a esta lógica. Así, en contraste con las 

enormes responsabilidades que tiene esta Corporación y el valor de su trabajo para el 

mantenimiento y buen funcionamiento de la democracia13 y la gobernabilidad, también 

presentan grandes retos de modernización. Este paradójico escenario, lejos de justificar 

                                                             
12 Informe Parlamentario Mundial. PNUD.2012. Este documento se enfoca en la relación entre los parlamentos y los ciudadanos y es fruto de 
una intensa labor de investigación basada en entrevistas con parlamentarios y en los aportes de los propios parlamentos. Los hallazgos de 
este informe ponen de manifiesto la diversidad de los sistemas parlamentarios y cómo estos reflejan los distintos contextos históricos y 
políticos de los países.  
13 Democracia es una forma de organización social que atribuye la titularidad del poder al conjunto de la sociedad. En sentido estricto, la 
democracia es una forma de organización del Estado en la cual las decisiones colectivas son adoptadas por el pueblo mediante mecanismos de 
participación directa o indirecta que confieren legitimidad a sus representantes. En sentido amplio, democracia es una forma de convivencia 
social en la que los miembros son libres e iguales y las relaciones sociales se establecen de acuerdo a mecanismos contractuales. 
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acciones que socaven las funciones del congreso, hace evidente la necesidad de 

fortalecer la Corporación, así como la de trabajar de manera conjunta para mejorar su 

gestión, hacerla más representativa y blindarla frente a la corrupción. 

 Por otra parte, la tecnología de la información ha alterado en forma dramática la 

manera de actuar de las entidades del sector público en Colombia, logrando impactar la 

percepción de la sociedad en lo referente a transparencia, visibilidad, participación y 

democracia. Estos conceptos no pueden ser ajenos en la actividad del Congreso de la 

República y su respectivo proceso legislativo. 

 En el actual gobierno del presidente Juan Manuel Santos incluye en el texto de 

las “bases del Plan Nacional de Desarrollo Prosperidad para Todos”, el Plan de 

tecnología Vive Digital liderado por el Ministerio TIC, como el plan de tecnología para 

los próximos cuatro años en Colombia, que busca que el país dé un gran salto 

tecnológico mediante la masificación de internet y el desarrollo del Ecosistema Digital 

Nacional, (2012). 

 El Ecosistema Digital Nacional mencionado anteriormente, está conformado por 

cuatro piezas que interactúan unas con otras y las cuales, al ser estimuladas, generan 

un crecimiento de la industria TIC. La primera es la infraestructura, es decir, las redes 

de telecomunicaciones, la segunda son los servicios de telecomunicaciones, la tercera 

son las aplicaciones sobre servicios de acceso como internet, correo electrónico, redes 

sociales, entre otros y la cuarta son los usuarios que se apropian de las aplicaciones y 

tecnología mediante diferentes mecanismos tecnológicos. 

 Con estas cuatro piezas se estimula el Ecosistema Digital Nacional, mediante un 

circulo virtuoso descrito por el gobierno nacional de la siguiente forma: cuando los 

usuarios se apropian de la tecnología y se vuelven consumidores y generadores de 

contenido, se generan nuevas aplicaciones para estos usuarios (incluso desarrollados 

por los mismos usuarios) que demandan más servicios, los cuales a su vez demandan 

más infraestructura. 
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 En este contexto, le corresponde al Programa Agenda de Conectividad – 

Estrategia Gobierno en Línea14, abordar la ejecución, implementación y puesta en 

marcha de algunas de las iniciativas del Plan Vive digital como son: la Urna de Cristal, 

el Congreso en Línea, El Gobierno en Línea Territorial, La Intranet Gubernamental, el 

Sistema Electrónico para la Contratación Pública, Cero Papel en la Administración 

Pública, las Notarías en Línea y el Control en Línea, (2012). También permite a los 

ciudadanos contribuir en la construcción y seguimiento de las políticas, planes, 

programas y temas legislativos del gobierno, participar en la toma de decisiones del 

Estado e involucrarse en un dialogo abierto de doble vía con el gobierno. 

 Con este fin, dentro de las necesidades que las mesas directivas, Los secretarios 

generales y directores administrativos de la Corporación, justificaban que ya era hora 

de contar con un portal WEB para el Congreso dela República donde fuera trabajado y 

diseñado de cara al ciudadano. Con este propósito el Ministerio de las Tecnologías de 

Información y Comunicaciones (MINTIC), emprendió un trabajo investigativo con 

múltiples factores; dentro de esos se identificaron a nivel internacional que los 

parlamentos se enfrentan a tres grandes retos y los cuales se deben ir plasmados en 

cada una de la información y los servicios que se prestan al ciudadano. El primero es la 

información: que es toda la información que produce el Congreso de la República, ya 

que el volumen es demasiadamente alto se debe cuestionar; qué información produce 

la Corporación legislativa, qué información puede publicar y conocer y entender que 

toda esa información es la que el ciudadano esa dispuesta a consultar. Muchas de las 

páginas WEB parten de dicha información, pero se encuentran problemas tecnológicos 

que es difícil acceder, es difícil ubicarla  o simplemente no se encuentran los formatos 

para acceder a ésta. Lo segundo es la participación, se debe cuestionar como el 

ciudadano puede interactuar más con el Congreso de la República, donde los 

ciudadanos den a conocer sus ideas, sus iniciativas de debate de control político de 

proyectos de acuerdo a denunciar y cómo en cada una de las instancias de control 

ciudadano puede aportarle a la construcción de la democracia del país y, por último el 

tema de la democracia, en este punto se debe cuestionar cómo el ciudadano puede 

                                                             
14   El Portal del Estado Colombiano (www.gobiernoenlinea.gov.co) es un punto web que unifica el acceso a la información, trámites y servicios 
de las entidades del Estado. 
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interactuar a través de redes sociales, de cómo se llevan estrategias para poder 

establecer el trabajo y la relación de los congresos y los ciudadanos, (2012). 

En una encuesta del MINTIC que realizó en el 2012 a más de 8.800 personas de 

diferentes regiones del país, lograron identificar que más del 50% de las personas 

encuestadas no saben cuáles son las funciones constitucionales del Congreso de la 

República, no saben qué hacen sus dignatarios, votan por ellos, los eligen pero 

después de la elección se pierde cualquier contacto entre el ciudadano y el  

parlamentario elegido por votación popular. Asimismo preguntaron si conocían de las 

Asambleas Departamentales, Municipales y encontraron que más del 79% no saben 

qué hace una Asamblea Departamental y Municipal. Todo lo anterior lleva a pensar que 

hay que construir estrategias que permitan que el ciudadano conozca de primera mano 

las funciones primordiales del Congreso de la República; igualmente cuando el MINTIC 

encuesto, de qué era el control político, el 67% de las personan so sabían que un 

control político; no saben de las funciones o beneficios que puedan representar para la 

institucionalidad y para el mismo gobierno que hay un sistema de pesos y contrapesos 

y que se pueda visualizar esa gestión tan importante que desarrollan los Congresistas 

en el control político, (2012). 

De igual forma, las personas encuestadas conocen que es una ley, tienen un 

poco más de conocimiento de las leyes, pero no todas, solamente las leyes que 

impactan directamente al ciudadano a la economía, es decir en forma colegial, las que 

afectan el bolsillo del ciudadano y arduo vivir; pero de todas maneras se cuenta con un 

31% de personas que no saben que es una ley. Asimismo en el tema territorial, se tiene 

que un 68% de las personas encuestadas no saben que es un proyecto de acuerdo y 

un 31% no saben que es una ordenanza. 

Este proceso de encuesta sirvió como referencia para identificar el trabajo de las 

Asambleas Departamentales y Municipales. El 17% saben cómo participar para 

construir  un proyecto de ley y un 19%, saben que pueden participar para construir un 

proyecto de ordenanza; la razón principal de desconocimiento es la falta de 

socialización de conocer la mecánica interna de las corporaciones públicas. 
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 El portal propuesto debe permitir que el ciudadano no sólo mire, sino que ponga 

los contenidos, a través de inteligencia colectiva. Es así como se hace relevante 

mejoras que permitan la evolución de la herramienta y acercar esta iniciativa cada vez a 

los ciudadanos. Por otro la lado la implementación y puesta en marcha de la iniciativa 

del Congreso en Línea creará un nuevo mecanismo y espacio de participación, que 

mejorará los servicios e información ofrecidos a los ciudadanos, incrementando la 

eficiencia y la eficacia de la gestión legislativa, además de proveer a las acciones del 

Congreso de la República un marco de trasparencia y visibilidad con mecanismos que 

facilitan la participación ciudadana en lo referente a la toma de decisiones. Todo esto se 

encuentra perfectamente alineado con los ejes de acción de la Estrategia de Gobierno 

en Línea: mejorar la provisión de servicios a los ciudadanos y las empresas, fortalecer 

la transparencia del Estado y la participación ciudadana y mejorar la eficiencia del 

Estado. 

 Estos ejes de acción son el norte de trabajo de las entidades públicas para la 

construcción colectiva del Gobierno en Línea mediante un proceso gradual y evolutivo 

para la implementación de la estrategia, a través de seis componentes de desarrollo: 

información, interacción, transacción, transformación y democracia en línea, de la mano 

de elementos transversales que le permitan al Congreso de la República apropiarse de 

la Estrategia Gobierno en Línea. 

 El uso de nuevas Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) 

facilitan, sin duda alguna, el acceso de la ciudadanía a diversas fuentes de información 

sobre las organizaciones políticas y sus candidatos, lo que contribuye a una mejor 

reflexión para ejercer un voto informado y consciente. Como consecuencia, podemos 

aseverar que dicho programa se han convertido en un medio alternativo de 

comunicación para difundir propuestas e importantes aliados en aras de gestiones más 

transparentes en la arena política. El portal expuesto, impulsado por el Ministerio de la 

Tecnologías de Información y Comunicaciones MINTIC, será importante para los 

próximos procesos electorales, ya que se espera que pueda ser más dinámico y 

demuestre gran interés por parte de la ciudadanía en seguir a sus candidatos. Por lo 

que la apuesta actual para fomentar la transparencia de las organizaciones políticas se 
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orienta hacia la participación y control ciudadano, principalmente a través de las nuevas 

tecnologías.  

A partir del anterior proyecto, resalto la transparencia y la rendición de cuentas 

como valores que están siendo reforzados en la ciudadanía, en las autoridades y en las 

organizaciones políticas a través de varios mecanismos. Satisfactoriamente, esto ha 

evidenciado un empoderamiento de la ciudadanía  y de los actores políticos quienes 

han dado pasos firmes para favorecer en la formación de una cultura de mayor 

transparencia e información. Pero para lograr una gestión transparente con procesos de 

rendición de cuentas efectivos, la información debe ser asequible para toda la 

ciudadanía, con la finalidad de que conozcan sus derechos y deberes en esta 

construcción de un país más participativo, incluyente y democrático. 
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